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Debemos reflexionar seriamente sobre la primera conclusión del 
excelente libro que nos presenta la Dra. Roser Casanova Martí en el 
que examina, denuncia –e intenta resolver– los graves problemas que 
plantean –por sus consecuencias prácticas– las intervenciones telefóni-
cas indebidamente adoptadas o incorrectamente practicadas. Dice esta 
conclusión: «Resulta inadmisible que después de tres décadas de doc-
trina jurisprudencial con una interpretación, en muchas ocasiones bien 
delimitada, de las intervenciones telefónicas, en la práctica judicial si-
gamos encontrándonos con irregularidades. Más sorprendente es que 
los tribunales ordinarios no las resuelvan correctamente y obliguen, en 
última instancia, a intervenir al Tribunal Supremo y Tribunal Constitu-
cional». Más claro no se puede ser. 

Partiendo de esta realidad, pienso que quizás ya va siendo el mo-
mento de pasar a exigir responsabilidad directa al causante de la vulne-
ración del derecho fundamental al secreto de las comunicaciones, que 
bien puede ser la propia policía –como apunta la más reciente doctri-
na jurisprudencial estadounidense (me remito a la sentencia del Caso 
Hudson v. Michigan de 2006)– o, incluso, por qué no, el propio juez 
que ordena o consiente una irregular intervención telefónica. Aunque 
esto obligaría a reflexiones de más calado que exceden los fines de este 
prólogo.

Es muy posible que la situación actual se deba a la muy mejorable 
regulación de las intervenciones telefónicas del art. 579 LECrim. Son 
muchísimos los problemas y cuestiones que plantea la aplicación prácti-
ca de esta norma, y a todos ellos la presente monografía les dedica espe-
cial atención. La completa insatisfacción que suscita esta regulación ha 
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conducido a intervenir incluso a la Fiscalía General del Estado, que con 
su Circular 1/2013, de 11 de enero, titulada «Sobre pautas en relación 
con la diligencia de intervención de las comunicaciones telefónicas», 
pone de manifiesto la necesidad de emitir unas directrices o pautas de 
actuación unificada para el cuerpo de fiscales.

Pero la autora de este libro no se resiste sólo a efectuar un estudio 
crítico del art. 579 LECrim sino que –en un intento de aportar nue-
vas ideas al debate científico– formula su propia propuesta de posible 
normativa debidamente razonada, no sin antes examinar las ventajas e 
inconvenientes de los dos textos prelegislativos más próximos que se 
han publicado sobre la materia (me refiero al «Anteproyecto de Ley de 
Enjuiciamiento Criminal» de 2011 y al «Borrador de Código Procesal 
Penal» de 2013).

La presente obra se ha estructurado en tres capítulos: en el pri-
mero se efectúa una aproximación a la teoría general de los derechos 
fundamentales para inmediatamente centrarse con el derecho al secre-
to de las comunicaciones del art. 18.3 CE. En concreto, este derecho 
permite que una persona pueda comunicarse libremente con cualquier 
otra a través de un medio de comunicación cerrado, y sin que sea co-
nocido el contenido por terceros ajenos a la misma. Este derecho tiene 
un carácter formal, ya que cubre todo el proceso de comunicación, 
independientemente del contenido de las conversaciones, de forma 
que no importa que el contenido de éstas sea íntimo o no, lo cual lo 
diferencia del derecho a la intimidad, reconocido en el art. 18.1 CE. 
Cabe destacar sin embargo que, al igual que todos los derechos funda-
mentales, no es absoluto, sino que puede verse limitado en virtud de 
una resolución judicial motivada. Asimismo, disfruta de las garantías 
reconocidas en el art. 53 CE, entre las cuales destaca la exigencia de 
habilitación legal para su desarrollo legislativo, el cual debe efectuarse 
mediante ley orgánica, en virtud del art. 81 CE. Esto lleva al núcleo 
central de la investigación: el art. 579 LECrim y su interpretación doc-
trinal y jurisprudencial. 

En el capítulo segundo se examina detenidamente la diligencia de 
investigación de intervención telefónica, su regulación y la problemáti-
ca que suscita su práctica judicial. En cuanto al ámbito y alcance de la 
medida se analizan, de forma separada, diez situaciones concretas para 
determinar si para realizarlas es necesaria una resolución judicial o si 
por el contrario pueden llevarse a cabo sin ella y aún así no vulnerarían 
el derecho reconocido en el art. 18.3 CE. También se examinan aquí las 



LAS INTERVENCIONES TELEFÓNICAS EN EL PROCESO PENAL

21

numerosas cuestiones que se plantean respecto de los sujetos titulares 
del derecho al secreto de las comunicaciones, así como de los encar-
gados de realizar una intervención telefónica. Seguidamente la obra se 
centra en las exigencias necesarias para poder practicar una intervención 
telefónica, distinguiéndose dos grandes grupos de requisitos: por un 
lado, los constitucionales, que son aquellos que de no cumplirse llevan 
aparejada la vulneración del art. 18.3 CE; y por el otro, los de la legali-
dad ordinaria, que afectan o inciden en la incorporación en el proceso 
de los resultados de la intervención y su validez probatoria. También 
en este segundo capítulo se analiza toda la problemática probatoria que 
presentan las intervenciones telefónicas: desde su inicial grabación –con 
el polémico SITEL– hasta su admisión y práctica en el acto del juicio, y 
su posterior impugnación. Por último, se examinan las complejas con-
secuencias prácticas que se derivan de llevar a cabo una ilícita interven-
ción telefónica. 

Para finalizar, y ante la imperiosa necesidad de afrontar la redac-
ción de una nueva Ley de Enjuiciamiento Criminal, el tercer capítulo 
se dedica al examen crítico de los dos textos de propuesta de reforma 
normativa más recientes, y a exponer, de manera justificada, una posible 
regulación de las intervenciones telefónicas, con quince artículos dedi-
cados al desarrollo, concreción, limitación y práctica de las mismas. 

En definitiva, le anticipo al lector que se encuentra ante uno de 
los estudios más documentados publicados sobre las intervenciones 
telefónicas en España. Y no es de extrañar si se tiene en cuenta que su 
origen se encuentra en la brillante tesis doctoral –con mención inter-
nacional– que tuve la fortuna de dirigir a la profesora Roser Casanova 
Martí, y que fue defendida en la Universidad Rovira i Virgili ante un 
tribunal presidido por el profesor Manuel Ortells Ramos y compuesto 
además por los profesores Michele Taruffo y Manuel Cachón Cadenas, 
y que mereció la máxima calificación académica de excelente cum lau-
de por unanimidad.

Barcelona, 8 de julio de 2014

Joan Picó i Junoy
Catedrático de Derecho Procesal

Universidad Rovira i Virgili.
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La revolución tecnológica de las últimas décadas ha abierto nuevas 
formas de comunicación como son la telefonía móvil o Internet, inédi-
tos o poco utilizados al tiempo de redactar la Constitución Española de 
1978. Estos avances tecnológicos y los nuevos medios de comunicación 
deben quedar jurídicamente bien delimitados para evitar la vulneración 
de ciertos derechos fundamentales. En este aspecto de la nueva sociedad 
de la información es donde cobran relevancia las intervenciones telefó-
nicas. Como actos de investigación que son tienen como objetivo princi-
pal la averiguación de delitos. A pesar de ello, debe tenerse claro que la 
búsqueda de la verdad no puede hacerse a cualquier coste, sino que de-
ben respetarse, en todo momento, los derechos fundamentales reconoci-
dos en la CE. En concreto, las intervenciones telefónicas pueden afectar, 
básicamente, al derecho fundamental al secreto de las comunicaciones. 

La presente obra tiene por objeto el análisis en profundidad del 
régimen jurídico de las intervenciones telefónicas como diligencia de 
investigación penal en la doctrina del Tribunal Supremo, Tribunal Cons-
titucional y Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Actualmente, esta 
medida de investigación se encuentra regulada en el art. 579 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, fruto de su reforma por la Ley Orgánica 
4/1988, de 25 de mayo. Con ello se pretendió concretar en qué con-
siste la intervención de las comunicaciones y cuáles son los requisitos 
necesarios para proceder a su práctica. Sin embargo, con el tiempo se ha 
evidenciado que esta regulación es insuficiente en muchas ocasiones e 
incompleta en otras, como tendremos ocasión de analizar. 

Esta escasa regulación nos conduce en determinadas ocasiones 
a un conflicto existente entre la intervención telefónica y el derecho al 
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secreto de las comunicaciones, por lo que resulta imprescindible lograr 
el razonable equilibrio entre la práctica de la diligencia dirigida a la in-
vestigación de delitos y la protección de los derechos fundamentales que 
puedan verse afectados con este tipo de medidas.

La finalidad principal de la elaboración de este trabajo responde 
a un evidente interés práctico, pues en el ámbito del enjuiciamiento 
criminal la intervención telefónica suele ser habitual, especialmente en 
la persecución de los delitos graves. Probablemente, por este motivo, 
las intervenciones telefónicas merecen una especial atención tanto en el 
anteproyecto de LECrim aprobado por el Consejo de Ministros en 2011 
durante el Gobierno socialista; como en el borrador de Código Procesal 
Penal del actual Gobierno, redactado en 2013. A ello debemos incluir 
la reciente Circular 1/2013, de 11 de enero, de la Fiscalía General del 
Estado, titulada «Sobre pautas en relación con la diligencia de interven-
ción de las comunicaciones telefónicas», donde se pone de manifiesto la 
necesidad de la Fiscalía de emitir unas directrices de actuación unificada 
del cuerpo de fiscales. Con todo, se demuestra la necesidad de modificar 
la normativa relativa a la intervención de las comunicaciones y dar res-
puestas a toda la problemática existente entorno a ella.

A este interés práctico se une otro de carácter dogmático, esto es, 
acotar con la mayor precisión posible los lindes de los derechos fun-
damentales susceptibles de ponerse en peligro con las intervenciones 
telefónicas y, muy especialmente, el derecho al secreto de las comunica-
ciones. En la primera parte de la obra se analizará el secreto de las co-
municaciones como derecho fundamental, para luego hacer un examen 
crítico de la doctrina jurisprudencial del TS, TC y TEDH en relación con 
las intervenciones telefónicas. Del análisis jurisprudencial debemos se-
ñalar que se ha examinado en profundidad, en primer lugar, la doctrina 
constitucional en relación con el derecho al secreto de las comunicacio-
nes; en segundo lugar, la jurisprudencia del TS, que por ser inabarca-
ble, nos hemos centrado sobretodo en las más de doscientas sentencias 
sobre la materia que ha pronunciado entre enero de 2011 y febrero de 
2014, sin perjuicio de todas aquellas anteriores que nos han parecido de 
especial relevancia, teniendo en cuenta que la solicitud de nulidad de 
escuchas telefónicas constituye una cuestión habitual en los recursos de 
casación contra sentencias dictadas por delitos graves, generalmente de 
tráfico de estupefacientes; y por último, la doctrina del TEDH, centrán-
donos mayoritariamente en las resoluciones contra España. Toda esta 
doctrina judicial ha sido sometida a crítica con el estudio de los autores 
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que han dedicado sus investigaciones a las intervenciones telefónicas en 
el proceso penal. De esta forma, estaremos en condiciones de ofrecer, de 
manera justificada, una completa propuesta de regulación alternativa al 
actual art. 579 LECrim. 

Este trabajo se divide en tres capítulos. En el primero introducto-
rio, realizamos una aproximación a la teoría general de los derechos fun-
damentales, para centrarnos rápidamente en el derecho al secreto de las 
comunicaciones que se vulnera con una ilícita intervención telefónica.

En el segundo, el más relevante y extenso de los capítulos, lo de-
dicaremos al estudio de la doctrina del TS, TC y TEDH sobre interven-
ciones telefónicas. En él se examina la rica problemática que esta materia 
suscita en nuestros máximos tribunales y las soluciones que han ido 
arbitrando para resolverla debido, en muchas ocasiones, a la deficiente 
regulación que ofrece el vigente art. 579 LECrim.

Finalmente, y una vez asimiladas las directrices seguidas por 
nuestros altos tribunales y la doctrina científica, en el capítulo tercero 
formulamos una propuesta articulada de reforma normativa con el fin 
de acabar con la inseguridad jurídica que supone la actual regulación de 
las intervenciones telefónicas.




